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INFORME SECRETARIAL. A Despacho de la señora Juez, para que se sirva proveer. 

Santiago de Cali, 12 de mayo de 2022. 

La Secretaria, 

 

VANESSA MEJÍA QUINTERO 

 

JUZGADO SÉPTIMO CIVIL MUNICIPAL DE CALI 

AUTO 

 

REFERENCIA: PROCESO DECLARATIVO VERBAL DE MENOR CUANTÍA 

DEMANDANTE: MIRIAM DIQUE OSPINA 

DEMANDADO: SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA y  

BANCOLOMBIA 

RADICACIÓN: 760014003007202200299-00 

 

Santiago de Cali, doce (12) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede el Despacho a decidir sobre la admisión del presente trámite, en el cual se aprecian los 

siguientes defectos: 

 

Recuérdese que el constituyente de 1991, estableció la posibilidad de que los particulares puedan 

administrar justicia1 transitoriamente, a manera de jurados en causas criminales, conciliadores 

o árbitros habilitados por las partes para decidir en derecho o en equidad. 

 

Naturalmente en desarrollo de dicho postulado superior, el legislador, definió la conciliación 

como “(…) un mecanismo de resolución de conflictos a través del cual dos o más personas 

gestionan por sí mismas la solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y 

calificado, denominado conciliador.”2 ; y disponiendo a su vez, que los asuntos3 objeto de dicha 

institución jurídica, serían todos aquellos susceptibles de transacción, desistimiento y aquellos 

expresamente señalados en la ley.  

 

Por su parte, el artículo 35 de la ley 640 de 2011, establece una regla general, en tanto dispone 

de forma clara que para acudir a los estrados judiciales, si la materia objeto de litigio es 

conciliable, debe intentarse obligatoriamente la conciliación prejudicial; no obstante, existen 

dos excepciones para que aquella no sea exigida por los funcionarios judiciales, la primera 

cuando bajo la gravedad de juramento, que se entenderá prestado con la presentación de la 

demanda, se manifieste que se ignora el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo 

del demandado, o que este se encuentra ausente y no se conoce su paradero (inciso final art. 35 

ibídem), y la segunda cuando se solicite la práctica de medidas cautelares (parágrafo primero 

del artículo 590 del Código General del Proceso) 

 

En ese contexto es pertinente citar lo que la Corte Constitucional, ha dicho acerca de la 

conciliación como requisito de procedibilidad, así: 

 

“(…) la exigencia de la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad es 

un límite principalmente temporal para el acceso a la justicia del Estado, el cual sólo 

impone a las partes esperar que llegue la fecha fijada para la audiencia de conciliación, 

pero no las obliga a adoptar ninguna decisión dentro de esa audiencia. Las partes 

mantienen el control del proceso y de los resultados de la audiencia, pueden fijar la 

duración de esa audiencia, pueden decidir si concilian o no, pueden decidir 

autónomamente el grado de intervención del conciliador, cuyo papel se puede limitar a 

certificar los resultados de esa audiencia, o llegar a tener un rol más activo, facilitando 

la búsqueda de soluciones o proveyendo información experta necesaria para aclarar los 

puntos de discusión o formulando propuestas. Este límite temporal puede ser superado 

 
1 1 Inciso 4 del Artículo 116 de la Constitución Política de 1991. 
2 2 Ley 446 de 1998, artículo 64. 
3 3 Ley 446 de 1998, artículo 65 
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por voluntad de las partes, quienes, durante los primeros minutos de la audiencia de 

conciliación, por ejemplo, pueden manifestar su decisión de no conciliar y acudir 

directamente a la jurisdicción.”4 

 

Éste límite temporal, a que alude la Corte, y a voces de aquella, se instituye como un espacio de 

encuentro y dialogo para facilitar la resolución de los conflictos, en el cual no se despoja a las 

partes de la posibilidad de oponerse a las propuestas de arreglo que se formulen en ella, habida 

cuenta, que, en todo caso, los intervinientes detentan la oportunidad de acudir a la 

administración de justicia formal. 

 

Al amparo de lo antes esbozado, la Jurisprudencia5 , ha entendido que son varios los fines que 

se buscan alcanzar por medio de la conciliación, y en especial con aquella que es necesaria 

agotar previamente a acceder a la justicia formal, a saber: (i) Garantizar el acceso a la justicia, 

pues propicia un espacio para ventilar las controversias que se suscitan entre individuos, de 

manera ágil en términos de tiempo y costos; (ii) promover la participación de los individuos en 

la solución de sus propias disputas, así como su intervención en la administración de justicia en 

calidad de conciliadores; (iii) estimular la convivencia pacífica, como fin esencial del estado 

según lo dispuesto en el artículo 2 de la Constitución Política; (iv) facilitar la solución de los 

conflictos sin dilaciones injustificadas; y (v) descongestionar los despachos judiciales. 

 

Bajo esa perspectiva el parágrafo primero del artículo 590 del Código General del Proceso no 

puede ser interpretada de forma aislada, pues debe leerse de forma sistemática, esto es indagando 

la naturaleza del proceso que se entabla y por tanto verificando que las disposiciones normativas 

adjetivas llamadas a gobernar el mismo permitan que determinada medida cautelar sea adoptada 

en él, en tanto ello evita que so pretexto de la solicitud de una medida cautelar abiertamente 

impertinente se evada el cumplimiento del requisito de procedibilidad en mención.  

 

Así las cosas, es claro para este despacho que, en este trámite declarativo,  es necesario que el 

demandante aporte la conciliación o la conciliación extrajudicial en derecho que se haya llevado 

a cabo previo a la presentación de la demanda, pues las medidas cautelares solicitadas, en escrito 

separado,  al amparo del articulo 590 del CGP no son procedentes, teniendo en cuenta que la 

inscripción de la demanda, como fueron solicitadas, es decir : “  en el folio de matrícula No. 

890.903.790-5 de la Cámara de Comercio de Cali, correspondiente al establecimientode 

comercio denominado SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA.,  y la LA INSCRIPCIÓN DE 

LA DEMANDA  enel folio de matrícula No. 890.903.938-8 de la Cámara de Comercio de Cali, 

correspondiente al establecimiento de comercio denominado BANCOLOMBIA,  pues ha de 

resaltarse una peticion de responsabilidad civil extracontractual, con ocasión a una reclamacion 

por un contrato seguro de vida con Suramericana a través de Bancolombia por un crédito de 

vivienda, de alli que conforme las petensiones, estas medidas cautelares no son viables. En 

efecto, el asunto sub lite se trata de un proceso declarativo, y como tal son viables las medidas 

cautelares previstas en el artículo 590 del CGP, de ahí que la interpretación del parágrafo 

primero de la misma disposición –y sobre la cual se fundamenta este auto habrá de interpretarse 

de forma conjunta con los enunciados normativos que regulan la medida cautelar de inscripción 

de la demanda, así: 
 

“ARTÍCULO 590. En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas para la solicitud, 
decreto, práctica, modificación, sustitución o revocatoria de las medidas cautelares: 1. Desde la 
presentación de la demanda, a petición del demandante, el juez podrá decretar las siguientes medidas 
cautelares: a) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro y el secuestro de los demás 
cuando la demanda verse sobre dominio u otro derecho real principal, directamente o como 
consecuencia de una pretensión distinta o en subsidio de otra, o sobre una universalidad de bienes.(…) 
b) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que sean de propiedad del demandado, 
cuando en el proceso se persiga el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil contractual 
o extracontractual.” 
 

 

 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-1195 de 2001 
5 Ibídem. 
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Bajo esa perspectiva, se aprecia de forma palmaria que las pretensiones de la demanda no versan 

sobre el derecho de dominio u otro derecho real principal, pues precisamente el litigio versa 

sobre exclusivamente en relación contractual relacionada con un no pago de un seguro, de ahí 

que se concluya que la medida cautelar deprecada no tiene vocación de procedencia dentro del 

sub judice y mal puede escudarse en ella para no agotar la conciliación como requisito 

obligatorio para acudir a los estrados judiciales, por lo que debea agotarse dicha conciliacion 

como reuqisito de procedibilidad.  

 

2.- Sírvase aportar el certificado de existencia y representación de la sociedad Bancolombia, 

quien se pretende demandar en el presente asunto. Lo anterior conforme con el inciso segundo 

del artículo 85 del C.G.P.  
 

Por lo expuesto, el Juzgado, 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR el presente proceso. 

  

SEGUNDO: CONCEDER un término legal de cinco (05) días a la parte actora, para que 

subsane las inconsistencias encontradas, so pena de rechazo. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE, 

 

MÓNICA MARÍA MEJÍA ZAPATA 

JUEZ 

ESTADO 13 DE MAYO DEL 2022 
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